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Entre la producción jurisprudencial del segundo semestre de 2014 destacaremos en esta 

ocasión resoluciones judiciales que han intervenido en la protección de los espacios 

naturales, especialmente de aquellos incluidos en la red Natura 2000, y las tensiones que 

generan con respecto a los propietarios de suelos que han sido declarados no 

urbanizables de protección específica. Seguidamente comentaremos algunas sentencias 

que han tenido que ver con vías pecuarias o con el trasvase Tajo-Segura, obviando esta 

vez las habituales sentencias que anulan o confirman sanciones de la Confederación 

Hidrográfica del Segura. 

 

1. Espacios naturales protegidos 

1.1. Sentencia-epitafio administrativo a la trama de la Zerrichera 

La Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 

Justicia de Murcia de 4 de julio de 2014 (rec. 221/2011, ponente: Indalecio Cassinello 

Gómez Pardo) pone fin administrativo a uno de los episodios más clamorosos y 

lamentables de la política urbanística del pasado “boom” inmobiliario en relación con 

las tensiones entre los espacios a proteger de la red Natura 2000 y proyectos de 

desarrollos urbanísticos en la costa murciana. El caso, conocido como Zerrichera, 

tomando el nombre del paraje objeto de desprotección, aún sigue siendo objeto de 

instrucción penal en los juzgados murcianos, si bien la Sentencia que comentamos ahora 

se refiere a la vertiente administrativa y, en definitiva, a la situación final en que 

quedaron los terrenos. 

La solución legislativa que se dio al intento de desprotección de parte de los terrenos de 

la ZEPA de Almenara, Moreras y Cabo Cope, operada a través de una modificación 

puntual del Plan General de Ordenación Urbana del municipio de Águilas, fue 

precisamente la derogación de tal modificación de planeamiento mediante una 

disposición derogatoria en el Plan de Gestión de la ZEPA, aprobado mediante Decreto 
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299/2010. Y esta disposición es la que fue recurrida ante los tribunales por los actuales 

propietarios de la finca donde se pretendía el desarrollo urbanístico. 

Los recurrentes afirmaban la falta de justificación de tal derogación, la ausencia de 

trámite de audiencia y consiguiente indefensión de los titulares de los terrenos y la 

contradicción entre la derogación y la motivación de la Orden del Consejero de Obras 

Públicas, Vivienda y Transportes de 13 de febrero de 2006, que modificaba el 

planeamiento para permitir la urbanización de los terrenos.  

La Sala, apoyada en la oposición a la demanda realizada por la Comunidad Autónoma y 

por la asociación Ecologistas en Acción Región Murciana, desestima el recurso sobre la 

base de varios motivos. El primero tiene en cuenta que, al impugnarse únicamente la 

disposición derogatoria, no se cuestionan otros preceptos del Decreto núm. 299/2010 

que en este se contienen, concretamente su artículo 3.º, su disposición final primera y el 

artículo 14 del Documento IV de la Normativa Urbanística, que establecen a su vez la 

prevalencia del Plan de Gestión sobre los instrumentos de planeamiento urbanístico de 

los municipios de su ámbito territorial (entre los que se encuentra el PGOU del 

municipio de Águilas). Asimismo, la disposición final primera del Decreto 299/2010 

señala que “los instrumentos de ordenación territorial y de planeamiento urbanístico que 

afecten al ámbito territorial del Plan de Gestión y Conservación de la ZEPA de 

Almenara, Moreras y Cabo Cope, deberán adaptarse a éste en el plazo de dos años 

desde la entrada en vigor del presente Decreto”. A su vez, el Documento IV del citado 

Decreto 299/2010, relativo a la Normativa del Plan, en su artículo 3º.1 determina que 

“el ámbito territorial del presente Plan corresponde al de la ZEPA de Almenara, 

Moreras y Cabo Cope, afectando a los términos municipales de Lorca, Aguilas y 

Mazarrón, y abarca una superficie de 22.195,31 hectáreas, comprendiendo la totalidad 

de los terrenos cuyos límites geográficos están descritos en el Anexo I y reflejados en el 

Anexo cartográfico”. Y su artículo 14, en cuanto a las normas urbanísticas del Plan, 

señala: “1. Con carácter general, el ámbito territorial de la ZEPA tendrá la 

consideración de Suelo No Urbanizable de Protección Específica, a los efectos de lo 

dispuesto en el artículo 65 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de la Región de 

Murcia, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2004, de 10 de junio, encontrándose 

asimismo en la situación básica de Suelo Rural, de conformidad con los artículos 12 y 

13 del Texto Refundido de la Ley del Suelo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 

2/2008, de 20 de junio”. A continuación, en su apartado 2.º añade que “[d]e acuerdo con 
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lo establecido por la disposición adicional séptima del Texto Refundido de la Ley del 

Suelo de la Región de Murcia este Plan de gestión prevalecerá sobre el planeamiento 

urbanístico de los municipios del ámbito de la ZEPA. Las determinaciones del 

planeamiento urbanístico que resulten contradictorias con el Plan de gestión deberán 

adaptarse a éste”. Por último, en su apartado 3.º se establece que “en el ámbito de la 

ZEPA se consideran incompatibles, y por tanto prohibidas, las nuevas edificaciones”.  

Por lo tanto, afirma la Sala que, al entrar en contradicción las normas urbanísticas de la 

modificación puntual del PGOU de Águilas que clasificaron como “suelo urbanizable 

sectorizado” parte de los terrenos del “Paraje La Zerrichera” (Diputación de Tébar) con 

el Decreto 299/2010, que clasifica, con carácter general, como “Suelo No Urbanizable 

de Protección Específica” el ámbito territorial de la ZEPA, resulta obvio que dicho 

PGOU debe adaptarse necesariamente a las prescripciones del Decreto 299/2010. 

La Sala pasa posteriormente a examinar si se encuentra justificada la clasificación del 

suelo como no urbanizable de protección específica y para ello se remite a la exposición 

de motivos del Decreto 299/2010, que refiere a su vez el íter administrativo de la 

declaración de este espacio, conforme a las directivas comunitarias aplicables (primero 

Directiva 79/409/CEE y posteriormente Directiva 2009/147/CE), como Zona de 

Especial Protección para las Aves (ZEPA) de Almenara, Moreras y Cabo Cope (código 

ES0000261), determinándose su ámbito territorial, que afectaba a los términos 

municipales de Lorca, Águilas y Mazarrón, añadiéndose seguidamente que dichas 

directivas establecieron la obligación para los Estados miembros de tomar las medidas 

adecuadas para evitar dentro de las zonas de especial protección para las aves la 

contaminación o el deterioro de los hábitats, así como las perturbaciones que afecten a 

las aves, en la medida que tengan un efecto significativo respecto a los objetivos 

conservacionistas. Añade asimismo la pertenencia a la red Natura 2000, regulada 

también en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la 

Biodiversidad, estableciéndose en esta, tras la definición de las zonas de especial 

protección para las aves, la obligación de establecer en ellas medidas para evitar las 

perturbaciones y de conservación especiales en cuanto a su hábitat, para garantizar su 

supervivencia y reproducción, disponiendo que las comunidades autónomas fijarán las 

medidas de conservación necesarias, que respondan a las exigencias ecológicas de los 

tipos de hábitats naturales y de las especies presentes en tales áreas, que implicarán, 

entre otras cosas, planes o instrumentos de gestión adecuados, específicos a los lugares 
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o integrados en otros planes de desarrollo que incluyan, al menos, los objetivos de 

conservación del lugar y las medidas apropiadas para mantener los espacios en un 

estado de conservación favorable. En general, y en especial en dichos planes o 

instrumentos de gestión, han de tomarse aquellas medidas que se consideren oportunas 

para evitar el deterioro de los hábitats naturales y de los hábitats de las especies de la 

Red Natura 2000, así como las alteraciones que repercutan en las especies que hayan 

motivado tal designación, siendo en el marco de dicha normativa, y en su ejecución, por 

lo que se elabora el Plan de Gestión y Conservación de la Zona de Especial Protección 

para las Aves (ZEPA) de Almenara, Moreras y Cabo Cope. 

Finalmente, en cuanto a la alegación de indefensión por vulneración del trámite de 

audiencia, la Sala pone de manifiesto que la finca La Zerrichera fue adquirida por los 

recurrentes en el mes de febrero de 2006 y que a dicha fecha el mencionado trámite ya 

había sido debidamente cumplimentado, tras someterse el Plan a información pública y 

formularse alegaciones a este por su anterior propietario.  

   

1.2. Planificación municipal y declaración de suelo no urbanizable de una finca 

forestal en la sierra de Carrascoy 

La siguiente sentencia, de 25 de noviembre de 2014 (recurso 661/2008, ponente: 

Indalecio Cassinello Gómez), se ocupa de la reclamación de dos empresas propietarias 

de una finca en el municipio de Alhama de Murcia, ubicada en la denominada sierra de 

Carrascoy, frente a la aprobación del Plan General de Ordenación de esta localidad. 

Los recurrentes ponen en tela de juicio la clasificación de una parte importante de la 

finca como suelo no urbanizable de protección específica, cuestionando la protección 

sectorial brindada a los terrenos desde el espacio natural protegido de Carrascoy y el 

Valle —con un plan especial de protección de 1985 y un plan de ordenación de los 

recursos naturales aprobado inicialmente en 2005—, así como la derivada de su 

consideración de lugar de interés comunitario, además de que afirman la inexistencia de 

valores ambientales en los suelos protegidos.  

La Sala recorre la reciente historia de la planificación de los espacios naturales 

protegidos en la Región de Murcia, enmarcada en la evolución de la legislación básica 

estatal, que ha terminado incluyendo el proceso de designación y conformación de la 

red Natura 2000, poniendo énfasis en la delimitación geográfica de los espacios 
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naturales, el concepto de “lugar de importancia comunitaria” y la diferencia con los 

anteriores y la derogación por arbitraria de la disposición adicional octava de la Ley del 

Suelo de la Región de Murcia, alegada por los recurrentes como beneficiosa para sus 

intereses.  

Para todo lo anterior, la Sala se fija en la Sentencia del Tribunal Constitucional de 13 de 

diciembre de 2012, que llega a transcribir, pero sin dejar de acudir a otras sentencias del 

Alto Tribunal (STC 102/1995) y especialmente a la jurisprudencia sobre la materia del 

Tribunal Supremo en cuanto a la situación de los espacios naturales cuya planificación 

(PORN) no se aprueba definitivamente en el plazo de un año de su declaración, 

conforme obligaba la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de conservación de los espacios 

naturales y de la flora y fauna silvestres (SSTS de 28 de junio de 2004 y de 22 de 

febrero de 2005), junto con la Sentencia 65/2008, de 1 de febrero, de la propia Sala y 

referida al propio espacio natural de Carrascoy y el Valle en relación con la 

planificación municipal de la capital murciana. 

Lo que finaliza exponiendo la Sala es que ni el Plan Especial de Protección de 1985, ni 

el PORN aprobado inicialmente en 2005, ni el Acuerdo del Consejo de Gobierno de la 

Comunidad Autónoma que recoge los lugares de importancia comunitaria son 

determinantes puesto que no recogen una delimitación geográfica que incluya 

claramente la finca propiedad de los recurrentes en una figura de protección que 

convierta la decisión de clasificación como suelo no urbanizable en una decisión 

reglada.  

No obstante, no estima la demanda por cuanto considera probada en el procedimiento la 

existencia de valores ecológicos en los terrenos objeto de discusión y por cuanto, sobre 

la base del artículo 9.2 de la entonces vigente Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen 

del suelo y valoraciones, existe una potestad municipal en el planeamiento de 

preservación de suelos sobre la base de sus valores (por ejemplo, forestales), por ser 

inadecuados para el desarrollo urbano, que el Tribunal Supremo, en sentencias de 8 de 

septiembre de 2011, 20 de septiembre de 2013 y 17 de julio de 2014, ha destacado 

como “un margen de discrecionalidad para clasificar el terreno como suelo no 

urbanizable a fin de excluirlo del proceso urbanizador. Ello, claro es, sin perjuicio de 

que el ejercicio que haga la Administración de ese margen de discrecionalidad queda 

siempre sujeto al control jurisdiccional”. 
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1.3. La oposición “prematura” a la red Natura 2000 por parte de algunos propietarios 

La Sentencia de 12 de diciembre de 2014 (recurso 23/2013; ponente: José María Pérez 

Crespo Payá) se ocupa del recurso de una asociación de propietarios de la sierra de 

Carrascoy contra la Orden del Consejero de Presidencia de la Comunidad Autónoma de 

la Región de Murcia (por aquel entonces con competencias en medio ambiente) de 25 

de octubre de 2012 por la que se definen, para el conjunto de los espacios protegidos de 

la Región de Murcia, 14 áreas de planificación integrada y se dispone que la Dirección 

General del Medio Ambiente proceda a desarrollar el proceso para la tramitación y 

aprobación de los 23 planes integrados red Natura que se corresponden con los 

instrumentos de gestión de los 71 espacios protegidos red Natura, conforme al orden de 

prioridad recogido en el anexo 2, e impulse la elaboración y tramitación de aquellos 

instrumentos y planes que sean preceptivos en función del régimen de protección del 

resto de figuras de espacios naturales que pertenezcan a la misma área de planificación 

integrada, de manera coherente e integrados consecutivamente en un mismo documento, 

en el que se incorporen, en su caso, aquellos instrumentos de planificación actualmente 

en vigor. 

Los recurrentes adujeron que los 50 LIC y 22 ZEPA de la Región de Murcia quedaban 

integrados, merced a la Orden que se impugnaba, en 14 áreas de planificación integrada 

red Natura 2000 cuyo diseño y extensión geográfica habían sido discrecionalmente 

establecidos por la Administración sin que los propietarios de los terrenos afectados que 

luego se verían integrados en el correspondiente Plan de Gestión Integral hubieran 

podido realizar alegación alguna, y esta falta de notificación a los propietarios de estos 

terrenos a los que no se les había dado oportunidad de formular alegaciones 

determinaba la nulidad de pleno derecho de esta orden, o, en su caso, su anulabilidad, 

por falta de un trámite esencial del procedimiento. 

La Administración alegó, entre otras causas de inadmisibilidad, el defecto en la 

representación de los recurrentes y la falta de legitimación activa para recurrir la Orden 

en su totalidad. En todo caso, solo en lo que se refiere a las áreas de planificación 

integrada que afecten a la sierra de Carrascoy, puesto que su interés legítimo no puede ir 

más allá, sin que pueda decirse que existe interés legítimo por razón de la materia, pues 

lo que avala la legislación medioambiental es la protección del medio ambiente, no su 

desprotección. En cuanto al fondo, niega que la Orden impugnada altere los derechos y 

las obligaciones de los demandantes conjunta o individualmente considerados, ya que 
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su razón de ser es unificar en un único documento los distintos instrumentos 

medioambientales que ordenen y regulen un mismo espacio natural para dotar de 

coherencia a la regulación y gestión de estos espacios protegidos, de tal forma que 

tengan unos instrumentos de gestión que compartan los mismos criterios protectores si 

los hábitats a proteger son los mismos o comparten un mismo ecosistema. Por ello, 

afirma la Sala que la Orden “no contiene un solo mandato que pueda afectar a 

particulares no vinculados a la Administración, no se ha modificado o innovado el 

régimen jurídico que, hasta ahora, les resultaba de aplicación a dichos espacios 

naturales. No se ha vulnerado el procedimiento establecido, puesto que la Orden es una 

resolución dirigida a un órgano de la Administración a la que se le manda realice 

determinadas actuaciones, no incardinándose en la potestad reglamentaria”. Finalmente, 

concluye señalando que los instrumentos de planificación deberán ser sometidos, tras su 

aprobación inicial, a los trámites de información pública y audiencia a los interesados.  

La Sala del TSJ de Murcia parte de la Sentencia de 31 de marzo de 2009 de la Sección 

3.ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo que afirma que 

“la legitimación, que constituye un presupuesto inexcusable del proceso, según se 

deduce de la doctrina de esta Sala (STS de 14 de octubre de 2003, de 7 de noviembre de 

2005 y de 13 de diciembre de 2005), así como de la jurisprudencia constitucional (STC 

65/94) ), implica, en el proceso contencioso-administrativo, la existencia de una relación 

material unívoca entre el sujeto y el objeto de la pretensión deducida en el recurso 

contencioso-administrativo, en referencia a un interés en sentido propio, identificado y 

específico, de tal forma que la anulación del acto o la disposición impugnados produzca 

automáticamente un efecto positivo (beneficio) o negativo (perjuicio), actual o futuro, 

pero cierto (SSTC 105/1995, de 3 de julio, F. 2; 122/1998, de 15 de junio, F. 4 y 1/2000, 

de 17 de enero, F. 4)”; y continúa con la Sentencia de la propia Sala de 13 de noviembre 

de 2007, en la que se manifestó: “[…] el concepto de interés legítimo, base de la 

legitimación procesal a que alude el artículo 19 de la ley jurisdiccional contencioso-

administrativa, que debe interpretarse a la luz del principio pro actione, que tutela el 

artículo 24 de la CE (STC 45/2004, de 23 de marzo), equivale a la titularidad potencial 

de una posición de ventaja o de una utilidad jurídica por parte de quien ejercita la 

pretensión y que se materializaría de prosperar esta”. 

En lo que concierne a la tutela jurisdiccional de los intereses legítimos colectivos, 

habilitante de la legitimación corporativa u asociativa a la que alude el artículo 19.1 b) 
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de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 

Administrativa, según la doctrina jurisprudencial de la Sala, esta debe analizar la 

existencia de un vínculo entre la asociación o corporación accionante y el objeto del 

proceso contencioso-administrativo, de modo que del pronunciamiento estimatorio del 

recurso se obtenga un beneficio colectivo y específico o comporte la cesación de 

perjuicios concretos y determinados, sin que de ello se derive que dicha asociación o 

corporación asume una posición jurídica de defensa abstracta del interés por la 

legalidad:  

Después de la ratificación por España, del Convenio de la CEPE de la Organización de 

Naciones Unidas, sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma 

de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente, hecho en Aarhus 

(Dinamarca), el 25 de junio de 1998 (Instrumento de ratificación publicado en el Boletín 

Oficial del Estado de 16 de febrero de 2005 y que entró en vigor el 29 de marzo de 2005), 

que, en su artículo 9 establece disposiciones en relación con la posibilidad de entablar 

procedimientos judiciales o de otro tipo para impugnar la legalidad, en cuanto al fondo, o 

en cuanto al procedimiento, de cualquier decisión, acción u omisión que entren dentro del 

ámbito de las disposiciones relativas a la participación del público en las decisiones sobre 

actividades que puedan tener un efecto significativo sobre el medio ambiente y que 

promueve el reconocimiento de la legitimación de aquellas Asociaciones y 

Organizaciones no gubernamentales que desarrollan su actividad en defensa de la 

protección del medio ambiente, y por ello, vincula al órgano judicial que resuelva 

recursos contencioso-administrativos en materia de medio ambiente, en razón de la 

naturaleza y el carácter específico de los intereses medioambientales, a que realice una 

interpretación no restrictiva del artículo 19.1 b) de la Ley Jurisdiccional Contencioso-

Administrativa, basada en los principios que informan el mencionado Tratado 

internacional medioambiental, que asegure la tutela judicial efectiva de los intereses 

medioambientales postulados.  

Ahora bien, cuando la Sala examina los estatutos de la asociación recurrente, vemos que 

en su artículo 1 se declara lo siguiente: “[…] la Asociación Propietarios se constituye 

con sujeción a la Ley 19/1997, de 11 de abril, a la Ley 11/1985, de 2 de agosto y demás 

disposiciones legales que regulan las asociaciones profesionales empresariales para la 

defensa de su intereses peculiares por su actividad económica”; añade en su artículo 2 

que “la Asociación agrupará a cuantas empresas tengan intereses directos o indirectos 

con la promoción y potenciación de la actividad agropecuaria dentro de su ámbito 

territorial y voluntariamente, sean personas físicas o jurídicas”; en su artículo 4 define 
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como ámbito territorial el Parque de Carrascoy, extendiéndose a los municipios de 

Murcia, Fuente Álamo y Alhama; y, finalmente, en su artículo 7, al definir su funciones, 

incluye en su letra a) la defensa de los intereses peculiares determinados por la actividad 

económica profesional de quienes la constituyen.  

De este modo, no se trata de una asociación constituida para la defensa de intereses del 

medio ambiente, que son a las que viene a referirse la Sentencia del Tribunal Supremo 

con cita del artículo 9 del Convenio de las Naciones Unidas de 25 de junio de 1998, 

sino, por el contrario, de los intereses meramente económicos de sus miembros, 

vinculados a actividades agropecuarias, de ahí que cabría negarle legitimidad para 

impugnar la totalidad de aquella orden, debiendo de quedar restringida a aquellas áreas 

de planificación integrada que afecten a su ámbito territorial, que, como hemos visto, 

era el Parque Regional de Carrascoy.  

Dicha pretensión se rechaza de plano por la Sala, toda vez que, como se pone de 

manifiesto en el preámbulo de la Orden impugnada, se trata de que “[…] en la 

aprobación de los planes de gestión de los espacios protegidos Red Natura, se 

consideren, de conformidad con el artículo 28.2 de la Ley 42/2007 y la Disposición 

Adicional Tercera de la Ley 6/2012, de 29 de junio aquellos supuestos en los que existe 

solapamiento territorial entre un espacio protegido Red Natura 2000 y otros espacios 

naturales para los que es obligado elaborar un PORN o adoptar planes o medidas 

específicas de gestión, así como aquellos lugares que formen parte de áreas protegidas 

por instrumentos internacionales (ZEPIM y RAMSAR)”, y, “por ello, con el fin de dar 

coherencia a la planificación de los espacios protegidos Red Natura en relación con 

otros instrumentos relativos a los espacios naturales, tal y como se ha indicado 

anteriormente, se han definido para el conjunto de 50 LIC y 22 ZEPA del territorio de la 

Región de Murcia, y el resto de espacios naturales, las 14 áreas de Planificación 

integrada (API) que se representa en el anexo 1 de esta Orden”. Y si se va a la parte 

dispositiva de la Orden, esta se limita a definir 14 áreas de planificación integrada y  

ordena a la Dirección General de Medio Ambiente a que proceda a desarrollar, según 

los criterios anteriormente expuestos, el proceso para la tramitación y aprobación de los 

23 planes integrados de la red Natura que se correspondan con los instrumentos de 

gestión de los 71 espacios protegidos red Natura, y a impulsar la elaboración y 

tramitación de aquellos instrumentos y planes que sean preceptivos en función del 

régimen de protección del resto de figuras de espacios naturales que pertenecen a la 
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misma área de planificación integrada. Es decir, que a través de la definición de aquellas 

áreas de planificación integrada no se altera el régimen jurídico de los espacios 

naturales, que seguirá siendo el que tenían, como tampoco su ámbito territorial. Así 

puede observarse en relación con el Área de Planificación Integrada 011, de los espacios 

protegidos de Carrascoy, El Valle, Escalona y Altahona, que incorpora un LIC, el 

ES62000002, Carrascoy y el Valle, una ZEPA, ES0000269, Monte El Valle y Sierras de 

Altahona y Escalona y un espacio natural protegido, el ENP000003, Carrascoy y el 

Valle.  

Será, por lo tanto, en una fase posterior, en el proceso para la declaración de zonas de 

especial conservación y de elaboración y aprobación de los planes integrados de los 

espacios protegidos, cuando se dará trámite de audiencia a los interesados y no en esta 

fase inicial, como pretende la asociación recurrente, desde el momento en que no se 

altera para nada el régimen jurídico de aquel espacio natural donde están enclavadas sus 

explotaciones agropecuarias y desarrollan su actividad económica. 

 

 

2. La vía pecuaria víctima del Aeropuerto Internacional 

En la siguiente sentencia, de 20 de junio de 2014 (recurso 60/2010; ponente: José María 

Pérez Crespo Payá), la Sala se ocupa de analizar la validez de una decisión 

administrativa en materia de vías pecuarias, en el caso concreto de la modificación 

parcial de trazado del “Cordel de Fuente Álamo” como consecuencia de la construcción 

del vial de acceso y el campo de vuelo del Aeropuerto Internacional de la Región de 

Murcia. Frente a la modificación parcial del trazado, que sirve de justa causa para la 

expropiación ulterior, una empresa afectada por el nuevo trazado plantea la 

desafectación de la vía pecuaria, puesto que los terrenos por donde transcurre han 

perdido los caracteres de su definición como vía pecuaria y esta, en la actualidad, no es 

utilizada, a lo que debe agregarse que la construcción del aeropuerto conduce no a la 

modificación del trazado, sino a su completa desafectación, pues la cercanía de dicha 

infraestructura a esta vía pecuaria hace inadecuados los terrenos para el tránsito de 

ganado y para aquellos ,compatibles, a los que se refiere el artículo 17 de la Ley 3/1995. 

Además, agrega que tanto el trazado inicial propuesto como el posterior adolecen del 

defecto de carecer de motivación y justificación, presupuesto necesario para todo acto 
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administrativo, existiendo otras alternativas más razonables e idóneas de conformidad 

con el artículo 11 de la citada Ley de Vías Pecuarias. Los informes emitidos por la 

Dirección General del Patrimonio Natural y Biodiversidad valoraron las alternativas 

propuestas desde el punto de vista de su adecuación técnica a la Ley 3/1995, obviando 

otros aspectos relativos al proceso expropiatorio. Por otro lado, el informe emitido por 

la Consejería de Obras Públicas y Ordenación del Territorio elaboró un nuevo trazado 

que produce una mayor afectación al recurrente y omite tres ventajas comparativas 

alegadas como son la disminución de 900 metros de trazado, la reducción de la 

afectación a una superficie en proceso de reclasificación urbanística y la afectación a 

superficies de secano en vez de a superficies de regadío. Junto al recurso de reposición 

se presentaron otras alternativas, las cuales se presentaron como más idóneas que el 

trazado aprobado por la Administración; la primera, más favorable a sus intereses y la 

cuarta, la que mejor cumple todos los criterios explicitados en los dos informes de la 

Administración. 

La Sala, que en esta resolución realiza una exégesis de la Ley 3/1995 antes de 

fundamentar su decisión, centra la cuestión definiendo las vías pecuarias como “rutas o 

itinerarios por donde discurre o ha venido discurriendo tradicionalmente el tránsito 

ganadero”, añadiendo que, “asimismo, las vías pecuarias podrán ser destinadas a otros 

usos compatibles y complementarios en términos acordes con su naturaleza y sus fines, 

dando prioridad al tránsito ganadero y otros usos rurales, e inspirándose en el desarrollo 

sostenible y el respeto al medio ambiente, al paisaje y al patrimonio natural y cultural”. 

No solo “la red de vías pecuarias sigue prestando un servicio a la cabaña ganadera 

nacional que se explota en régimen extensivo, con favorables repercusiones para el 

aprovechamiento de recursos pastables infrautilizados; para la preservación de razas 

autóctonas”, sino que también cumplen otras funciones medioambientales: “[…] 

también han de ser consideradas las vías pecuarias como auténticos ‘corredores 

ecológicos’, esenciales para la migración, la distribución geográfica y el intercambio 

genético de las especies silvestres”. Y concluye: “[…] finalmente, y atendiendo a una 

demanda social creciente, las vías pecuarias pueden constituir un instrumento 

favorecedor del contacto del hombre con la naturaleza y de la ordenación del entorno 

medioambiental”. 

Posteriormente, la Sala reconoce la posibilidad y la competencia de la desafectación, 

indicando la Ley 3/1995 que “las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de las 
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facultades conferidas por el artículo 5, apartado e), podrán desafectar del dominio 

público los terrenos de vías pecuarias que no sean adecuados para el tránsito del ganado 

ni sean susceptibles de los usos compatibles y complementarios a que se refiere el 

Título II de esta Ley”. Entre los usos compatibles se citan “las comunicaciones rurales 

y, en particular, el desplazamiento de vehículos y maquinaria agrícola” y “las 

plantaciones lineales, cortavientos u ornamentales, cuando permitan el tránsito normal 

de los ganados”, y entre los usos complementarios, “el paseo, la práctica del 

senderismo, la cabalgada y otras formas de desplazamiento deportivo sobre vehículos 

no motorizados siempre que respeten la prioridad del tránsito ganadero”. 

Pero la desafectación es diferente de la modificación del trazado. En este sentido, la 

Sala cita la Ley 3/1995: “[…] por razones de interés público y, excepcionalmente y de 

forma motivada, por interés particular, previa desafectación, se podrá variar o desviar el 

trazado de una vía pecuaria, siempre que se asegure el mantenimiento de la integridad 

superficial, la idoneidad de los itinerarios y de los trazados, junto con la continuidad del 

tránsito ganadero, y de los demás usos compatibles y complementarios con aquél”. Y 

continúa: “[…] cuando se proyecte una obra pública sobre el terreno por el que discurra 

una vía pecuaria, la Administración actuante deberá asegurar que el trazado alternativo 

de la vía pecuaria garantice el mantenimiento de sus características y la continuidad del 

tránsito ganadero y de su itinerario, así como los demás usos compatibles y 

complementarios de aquél”. 

Según el Tribunal, la vía pecuaria denominada Cordel de Fuente Álamo estaba 

clasificada como tal en la Orden Ministerial de 19 de julio de 1966, por lo que el 

artículo 13 de la Ley 3/1995 no faculta a la Administración a acordar la desafectación, 

sino que le impone mantener esta vía y da unas pautas sobre cómo debe ser el trazado, 

haciendo hincapié en garantizar tanto la continuidad del tránsito ganadero como los 

demás usos compatibles y complementarios. Además, el artículo 10 de esa misma ley 

exige, para desafectar del dominio público los terrenos de vías pecuarias, que estos no 

sean adecuados para el tránsito de ganado, no que no se utilicen con esa finalidad, tal y 

como pretende acreditar la parte recurrente a través del informe pericial aportado, o que 

no sean susceptibles de los usos compatibles y complementarios antes expuestos. Sobre 

este particular, manifiesta la Sala, no se practicó ninguna prueba, pero no cabe duda de 

que, estando ubicada en zona no urbana sino agrícola —como se puede observar en las 

fotografías aportadas en aquel informe—, la vía permite el paso de maquinaria y 
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vehículos de las explotaciones que la circundan y ofrece, en todo caso, la posibilidad de 

paseo y senderismo a todos los ciudadanos. 

En relación con el trazado acordado por la Administración, la Ley 3/1995 exige que se 

“garantice el mantenimiento de sus características y la continuidad del tránsito ganadero 

y de su itinerario, así como los demás usos compatibles y complementarios de aquél”, 

es decir, la Sala afirma que son estos los criterios a los que debe atender la 

Administración y no a otros, como pretende la parte recurrente, sobre la mayor o menor 

afectación de terrenos reputados de regadío o secano o la posibilidad más o menos cierta 

de obtener su recalificación urbanística.  

Según la Sala, la decisión adoptada por la Administración se encuentra suficientemente 

motivada y justificada, frente al criterio expuesto por la parte recurrente, por cuanto la 

delimitación definitiva del trazado modificado ha sido fruto de un largo proceso de 

redacción en el que el trazado definitivo se fue perfilando, a la vista de los informes 

emitidos por técnicos de la Unidad de Conservación de Suelos y Vías Pecuarias, de las 

propuestas que se realizaban desde la Consejería de Obras Públicas, Vivienda y 

Transportes y tras haber abierto la posibilidad de alegaciones a los interesados, en dos 

fases de información pública, siendo valoradas aquellas por los técnicos de la 

Administración. 

En relación con los trazados propuestos por la parte recurrente en su escrito de 

alegaciones, la Sala se remite al informe de 28 de enero de 2009 de la Unidad de 

Conservación de Suelos y Vías Pecuarias. El primero y el segundo no permitían la 

continuidad de las vías pecuarias, por lo que no cumplían las exigencias del artículo 13 

de la Ley 3/1995 de que se garantice “la continuidad del tránsito ganadero y de su 

itinerario”. El informe agregaba, en relación con el tercer trazado, que no suponía una 

mejora con respecto al propuesto por la Administración, sino que, por el contrario, era 

menos idóneo al situarse más próximo a los futuros límites aeroportuarios, lo que 

vendría a suponer un perjuicio desde el punto de vista de la calidad ambiental, aspecto 

este que no puede desdeñarse desde el momento en que las vías pecuarias son 

concebidas, como se expresa en el preámbulo de la Ley, “como auténticos ‘corredores 

ecológicos’, esenciales para la migración, la distribución geográfica y el intercambio 

genético de las especies silvestres”.  
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3. Ausencia de legitimación de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en los 

expedientes administrativos de reparto de los caudales del trasvase Tajo-Segura 

La Sentencia de 12 de junio de 2014 (recurso 267/2010; ponente: Ascensión Martín 

Sánchez) se origina por demanda de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 

por la que reclama legitimación en relación con determinados expedientes de la 

Confederación Hidrográfica del Segura —sesenta y un procedimientos de concesión de 

agua para riego con caudales procedentes del trasvase Tajo-Segura—. La Sala comparte 

el criterio de la Abogacía del Estado y de la codemandada, el Sindicato de Regantes del 

Trasvase Tajo-Segura, en cuanto a que la actora carece de interés legítimo que pueda 

verse afectado por las resoluciones de concesión entre los regantes de la cuenca 

receptora y sobre los volúmenes ya trasvasados.  

Dichos expedientes, afirma la Sala, se refieren en esencia a la determinación detallada 

de las características de los actuales aprovechamientos de aguas del trasvase Tajo-

Segura en la cuenca del Segura y en las zonas de Alicante, Murcia y Almería. La 

distribución del agua ya trasvasada es competencia de la CHS conforme al artículo 1 del 

RD 1982/1978, de 26 de julio, y conforme a lo dispuesto en la disposición adicional 1.ª 

de la Ley 52/1980, de 16 de octubre, al tratarse de agua ya trasvasada a la cuenca del 

Segura, cuyas zonas regables se encuentran previstas por ley.  

La Ley reguladora de la jurisdicción, al regular la legitimación, establece en su artículo 

19.1 que estarán legitimadas ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo las 

personas físicas o jurídicas que ostenten un derecho o un interés legítimo (apartado a). 

En el apartado h) se hace referencia a que  estaría legitimado cualquier ciudadano, en el 

ejercicio de la acción popular, en los casos expresamente previstos por las leyes, 

supuesto este en el que no sería necesario tan siquiera interés legítimo, cuando se ejerce 

la acción popular. Esta acción pública está prevista en materia urbanística; así, el RD 

Legislativo 2/2008, de 20 de junio, como ya hiciera la normativa anterior del suelo, 

sigue manteniendo como un derecho de los ciudadanos el ejercer la acción pública para 

hacer respetar las determinaciones de la ordenación territorial y urbanística. También se 

recoge esa acción pública en materia medioambiental en la Ley 27/2006 (aunque más 

bien se trata de una habilitación legal para determinadas asociaciones defensoras del 

medio ambiente). Sin embargo, la Sala manifiesta que nos encontramos ante la 

ejecución de potestades administrativas en materia de dominio público hidráulico, por 

lo que procede a desestimar el recurso.  


